INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 27 DE AGOSTO DE 2007. SUBVENCIONES. PROCEDIMIENTO DE REINTEGRO DE SUBVENCIONES COFINANCIADAS CON FONDOS EUROPEOS.  DEVENGO Y TIPO DE INTERÉS DE DEMORA. DEVOLUCIÓN DE LA SUBVENCIÓN A INICIATIVA DEL BENEFICIARIO. FISCALIZACIÓN DE LOS REINTEGROS DE SUBVENCIONES.
Modalidad de informe: Consulta.

Áreas temáticas: Subvenciones. Función Interventora.

Informe vigente.
Se ha recibido en esta Intervención General, procedente de la Dirección General de Agricultura y Desarrollo Rural de la Consejería de Economía e Innovación Tecnológica, consulta en la que se solicita aclaración sobre diversos aspectos relacionados con el procedimiento de reintegro de subvenciones otorgadas en materia de agricultura y desarrollo rural y cofinanciadas con fondos europeos. En particular, las cuestiones sobre las que se solicita el parecer de esta Intervención son las siguientes:

· Régimen de los intereses de demora a liquidar sobre el reintegro y, dentro de éste, determinación del término inicial y final del periodo durante el cual se devengarían y método de cálculo de dichos intereses de demora.

· Posibilidad de que con anterioridad a la adopción de la resolución que ponga fin al procedimiento de reintegro y durante la tramitación de éste, se produzca la devolución de la subvención a iniciativa del beneficiario y, admitida ésta, aclaración acerca del término final del periodo de devengo de los intereses de demora en estos supuestos de reintegro voluntario. 

· Régimen de fiscalización de los actos administrativos dictados por el órgano concedente en los procedimientos de reintegro, pidiéndose aclaración acerca de si son o no actos sujetos a fiscalización previa y, en caso afirmativo, a qué elementos de la resolución de reintegro alcanza el control de la Intervención. 

En relación con la citada consulta, se formulan las siguientes 

CONSIDERACIONES

I
Normativa reguladora del procedimiento de reintegro 

de las subvenciones cofinanciadas con fondos europeos.
El régimen jurídico del reintegro de subvenciones viene definido por la legislación estatal básica y autonómica, a saber: Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (en adelante, LGS) y Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de dicha Ley 38/2003 (en adelante, RLGS) en la parte declarada básica, y Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid (en adelante, LSCM).Se aplicará con carácter supletorio la LGS respecto de los preceptos no declarados básicos cuando sobre la materia de que se trate no exista regulación autonómica, y, en última instancia, en materia de procedimiento, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en adelante LRJPAC) en todo lo no regulado por la normativa especifica de subvenciones.

Pues bien, al no existir una regulación autonómica propia del procedimiento de reintegro, será de aplicación supletoria la legislación estatal de subvenciones (ley estatal especial) y, en lo no previsto por ésta, la legislación estatal reguladora del procedimiento administrativo común (ley estatal general). 

Así mismo, al encontrarnos ante ayudas financiadas con cargo a fondos de la Unión Europea, habrá que estar a lo dispuesto en el artículo 6 de la LGS, que declara de aplicación preferente “las normas comunitarias aplicables en cada caso” y “las normas nacionales de desarrollo o transposición de aquéllas”,  y con carácter supletorio “los procedimientos de concesión y de control de las subvenciones regulados en esta Ley”.
A este respecto, el artículo 72.3 del Reglamento (CE) núm. 1698/2005, de 20 septiembre, por el que se regula las ayudas al desarrollo rural a través del Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural (FEADER), establece que “Los importes pagados de forma indebida se recuperarán de conformidad con el artículo 33 del Reglamento (CE) nº 1290/2005.” en el que se establece en su apartado 2 que “ Cuando el organismo pagador autorizado haya abonado ya algún pago de fondos comunitarios al beneficiario, los recuperará con arreglo a sus propios procedimientos de recuperación (…)”.  

Por lo tanto, con carácter general, la reglamentación europea delega en el derecho nacional la regulación del régimen de recuperación de las subvenciones percibidas indebidamente, no obstante lo cual, habrá que estar en primer lugar a cada reglamentación concreta reguladora de cada tipo de ayuda puesto que ésta puede, bien remitir al derecho interno, bien incorporar alguna singularidad en relación con el periodo de devengo de los intereses de demora, el tipo de interés aplicable, el plazo para llevar a cabo el reintegro o la fijación de umbrales mínimos recuperables por debajo de los cuales no es exigible tramitar expedientes de devolución de pagos indebidos. La existencia de divergencias puntuales entre la regulación del reintegro de subvenciones en el derecho nacional y en la reglamentación europea, obligará a liquidar los intereses de manera diferenciada, aplicando la normativa que corresponda dependiendo del tramo estatal o europeo de financiación.

Hecha la anterior salvedad, este informe tratará de dar respuesta a aquéllos supuestos en los que sea de aplicación el derecho nacional por remisión a éste de la reglamentación reguladora de la ayuda cofinanciada.
II
Sobre el devengo de intereses de demora en el procedimiento de reintegro de subvenciones.
Con el fin de dar contestación a las diferentes cuestiones planteadas en la consulta, a continuación se analizarán los aspectos más relevantes en relación con el devengo de los intereses de demora en el procedimiento de reintegro de subvenciones: 
1. Periodo de devengo de los intereses de demora.

El artículo 37.1 de la LGS (de carácter básico) regula las causas de reintegro de las subvenciones y, en lo que a esta consulta interesa, establece que constatada la concurrencia de alguna de dichas causas procederá exigir junto con el reintegro de la subvención el “interés de demora correspondiente desde el momento del pago de la subvención hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro” 

Por consiguiente, la normativa estatal básica no ofrece dudas acerca de cuáles son los términos inicial (dies a quo) y final (dies ad quem) que definen el periodo de devengo de los intereses de demora que deberán aplicarse al importe del reintegro, a saber, fecha de liquidación de la subvención y fecha de adopción del acuerdo de reintegro, respectivamente.

En consecuencia, la única alternativa viable, de las planteadas en el escrito de consulta será la que se ajuste a lo dispuesto en la LGS.

2. Tipo de interés aplicable.

Teniendo en cuenta que la legislación básica en materia de reintegro sólo comprende las causas del reintegro, la obligación de exigir el reintegro de la subvención mas los intereses de demora cuando concurran las causas legales y el periodo de devengo de tales intereses, el artículo 11.1 de la LSCM mantendría su vigencia en la parte relativa al tipo de interés aplicable, según el cual: “Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del interés de demora desde el momento del pago de la subvención y en la cuantía fijada en el artículo 32 de la Ley reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, en los siguientes casos: (…)”

De conformidad con el artículo 32.2 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid (en adelante, LHCM) “El tipo de interés aplicable a todas las deudas de derecho público será el previsto en la Ley General Tributaria”.
A este respecto, el artículo 26.6 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (LGT), determina que “El interés de demora será el interés legal del dinero vigente a lo largo del periodo en el que resulte exigible, incrementado en un 25 por ciento, salvo que la Ley de Presupuestos Generales del Estado establezca otro diferente.”. Por su parte, la disposición adicional trigésima de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2007 establece que durante el año 2007, “el interés de demora a que se refiere el artículo 26.6 será del 6,25 por ciento.”
El juego de remisiones normativas hace que el tipo de interés aplicable para calcular los intereses de demora en la normativa autonómica coincida con el establecido en el artículo 38 de la LGS
.

3. Cobro de las cantidades a liquidar en concepto de reintegro de subvenciones. 
Queda finalmente por aclarar el procedimiento a seguir para hacer efectivo el reintegro de las subvenciones y los intereses de demora derivados de dichos reintegros. Al respecto, establece el artículo 11.1 de la LSCM que las cuantías a liquidar por estos conceptos tienen la consideración de ingresos de derecho público y que su cobro se realizará conforme a lo dispuesto en el Título I, Capítulo I de la LHCM, relativo a los derechos de la Hacienda de la Comunidad de Madrid.
Esta misma previsión se contiene en las normas estatales, supletorias en esta materia, a saber, artículos 38.1 de la LGS y 94.5 del RLGS, a cuyo tenor, las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de derecho público, resultando de aplicación para su cobranza lo previsto en la Ley General Presupuestaria, y, notificada al interesado la resolución de reintegro se le requerirá “para realizar el reintegro correspondiente en el plazo y en la forma que establece el Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio.”
Por tanto, en la cobranza de los reintegros de subvenciones, conceptuados como ingresos de derecho público, la Administración de la Comunidad de Madrid ostenta, de conformidad con el artículo 28.1 y 3 de la LHCM, las prerrogativas establecidas en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, desarrolladas, en lo que a procedimientos de recaudación se refiere, en el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación.

Por último, en la gestión, liquidación y recaudación de los reintegros deberá tenerse en cuenta, en lo que resulte aplicable, lo dispuesto en la Orden 3097/1996, de 9 de diciembre, de la Consejería de Hacienda, sobre recaudación de ingresos.
III

Devolución de la subvención a iniciativa del beneficiario.

Cuando la devolución del importe de la subvención se produzca a iniciativa del beneficiario, sin el previo requerimiento de la Administración, deberá estarse a lo dispuesto en el artículo 90 del RLGS, que deberá aplicarse supletoriamente al no existir previsión al respecto en la normativa autonómica. 
Así, el art. 90 del RLGS bajo la rúbrica “Devolución a iniciativa del perceptor”, establece lo siguiente:
“Se entiende por devolución voluntaria aquella que es realizada por el beneficiario sin el previo requerimiento de la Administración.
En la convocatoria se deberán dar publicidad de los medios disponibles para que el beneficiario pueda efectuar esta devolución

La Administración calculará los intereses de demora de acuerdo con lo previsto en el artículo 38 de la Ley General de Subvenciones y hasta el momento en que se produjo la devolución efectiva por parte del beneficiario”. 

Por lo tanto, el ordenamiento estatal sí contempla la devolución voluntaria de subvenciones a iniciativa del perceptor,  y en relación a la consulta planteada resuelve, por un lado, el tipo de interés aplicable, que será el mismo que el fijado para el reintegro en la consideración anterior, esto es, el 6,25 por ciento en virtud de la remisión del art. 38 de la LGS a la Ley de Presupuestos Generales del Estado y por tanto, por aplicación de lo dispuesto en la disposición adicional trigésima de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2007, y por otro, el termino final (dies a quem) del periodo de devengo de los intereses, que será la fecha de la liquidación de la subvención.

 De esta escueta regulación, sí conviene precisar como cuestión previa, que la falta de mención en la convocatoria de subvenciones a los medios para efectuar la devolución en los términos que sería exigible según el artículo 90 RLGS, no ha de ser un impedimento para que el beneficiario pueda liberarse de la deuda dineraria contraída con la Administración concedente puesto que el ordenamiento jurídico conceptúa el pago como un medio más de extinción de las obligaciones
.

IV
Fiscalización previa de las órdenes de reintegro.
Plantea el órgano consultante en su escrito aclaración acerca del régimen de fiscalización de los actos administrativos dictados por el órgano concedente en los procedimientos de reintegro, pidiéndose aclaración acerca de si son o no actos sujetos a fiscalización previa y, en caso afirmativo, a qué elementos de la resolución de reintegro alcanza el control de la Intervención. 

Como anteriormente se ha razonado, el artículo 11.3 de la LSCM considera los reintegros ingresos de derecho público cuyo cobro se realiza conforme a lo dispuesto en el título I, capítulo I de la LHCM.
El artículo 12 de la LSCM, dedicado al “Régimen de control de subvenciones”, declara de aplicación a las subvenciones los artículos 85, 86, 87 y 88 de la LHCM.

En relación con la fiscalización previa de los derechos y movimientos internos de fondos, establece el artículo 85.6 de la LHCM, lo siguiente: 

“La fiscalización previa de los derechos y de los movimientos internos de fondos será sustituida por la inherente a la toma de razón en contabilidad, estableciéndose las actuaciones comprobatorias posteriores que determine la Intervención General de la Comunidad”.   

Por su parte, el artículo 11.3 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el régimen de control interno y contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, establece en relación con la fiscalización formal del reconocimiento de derechos que "es la facultad que compete a la Intervención de examinar que el documento contable que ha de servir de base para el registro en cuentas, está autorizado por el órgano o autoridad competente y que su importe coincide con el acto, expediente o documento del que trae causa, así como su correcta imputación presupuestaria".

 A este respecto la Intervención General se ha pronunciado sobre las comprobaciones que debe realizar el Interventor en su Informe de 14 de septiembre de 2005, según el cual “el Interventor deberá verificar los aspectos citados, tomando como base el acto, documento o expediente en que se fundamente el documento contable de reconocimiento de derecho "R" procediendo, a continuación, a tomar razón en contabilidad, con independencia de las actuaciones comprobatorias posteriores que se realicen por la Intervención General.”
Siguiendo el criterio expuesto en el citado Informe, el órgano gestor, junto con el documento contable "R" mencionado, deberá adjuntar la orden o resolución de reintegro, en cumplimiento del artículo 12.1 del Decreto 45/1997 citado, que señala "(...) por la unidad gestora u oficina liquidadora se remitirán al interventor actuante los expedientes acompañados de los documentos que hayan dado origen al derecho".
De lo anterior cabe concluir que la fiscalización de los reintegros de subvenciones ya sean totales o parciales, al tener éstos la consideración de ingresos de derecho público, se llevará a cabo en la forma dispuesta en el artículo 85.6 de la LHCM, en el que se establece que la fiscalización previa será sustituida por la inherente a la toma de razón en contabilidad y conforme a los artículos 11 y 12 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el régimen de control interno y contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid. 
CONCLUSIONES
1. Del conjunto de disposiciones relativas al reintegro contenidas en la LGS, tienen carácter de legislación básica los artículos 36 (invalidez de la resolución de concesión de la subvención), 37 (causas de reintegro) y 40.1 (obligados al reintegro) de dicha Ley. 

Por lo tanto, en ausencia de regulación autonómica propia serán de aplicación supletoria a las subvenciones otorgadas por la Comunidad de Madrid las disposiciones relativas al procedimiento de reintegro contenidas en la LGS y en el RLGS. 
No obstante lo anterior, al encontrarnos ante subvenciones cofinanciadas por la Unión Europea se aplicarán con carácter preferente, de conformidad con el artículo 6 de la LGS, las normas comunitarias y las normas nacionales de desarrollo o transposición de aquéllas, y supletoriamente los procedimientos de concesión y de control de las subvenciones regulados en esta Ley.

2. La normativa estatal básica reguladora del régimen de las subvenciones no ofrece dudas acerca de cuáles son los términos inicial (dies a quo) y final (dies ad quem) que definen el periodo de devengo de los intereses de demora a liquidar sobre el importe del reintegro, a saber: fecha de liquidación de la subvención y fecha de adopción del acuerdo de reintegro, respectivamente (artículo 37 de la LGS).
3. De acuerdo con lo dispuesto en el art. 11.1 de la LSCM, en relación con el art. 32.2 de la LHCM, el tipo de interés aplicable a los reintegros de subvenciones será el previsto en la Ley General Tributaria.

A este respecto, el artículo 26.6 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (LGT), determina que “El interés de demora será el interés legal del dinero vigente a lo largo del periodo en el que resulte exigible, incrementado en un 25 por ciento, salvo que la Ley de Presupuestos Generales del Estado establezca otro diferente.”. Por su parte, la disposición adicional trigésima de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2007 establece que durante el año 2007, “el interés de demora a que se refiere el artículo 26.6 será del 6,25 por ciento.”
4. El RLGS regula en su artículo 90, de aplicación supletoria a la Administración de la Comunidad de Madrid, el supuesto de devolución de la subvención a iniciativa del beneficiario sin el previo requerimiento de la Administración, en cuyo caso, el periodo de devengo de los intereses de demora se computará desde el momento del pago de la subvención y hasta la fecha en que se produzca la devolución efectiva. 

5. La fiscalización de los reintegros de subvenciones ya sean totales o parciales, al tener éstos la consideración de ingresos de derecho público, se llevará a cabo en la forma dispuesta en el artículo 85.6 de la LHCM, en el que se establece que la fiscalización previa será sustituida por la inherente a la toma de razón en contabilidad, y conforme a los artículos 11 y 12 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el régimen de control interno y contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid. 
� El artículo 42 de la LGS, relativo al procedimiento de reintegro, no tiene la consideración de básico. Este precepto declara aplicables las disposiciones generales sobre procedimientos administrativos contenidas en la LJRPAC; ello no obstante, teniendo en cuenta las especialidades de la materia de subvenciones, la LGS (artículos 41 y 42) y el RLGS (artículos 94 a 101) incorporan previsiones relacionadas con la tramitación de este particular procedimiento administrativo, que se asemejan a la regulación de los procedimientos de recaudación de tributos y demás ingresos de derecho público. De hecho, el plazo de prescripción de la acción administrativa para exigir el reintegro establecido en el artículo 39 de la LGS coincide con el del artículo 66 de la LGT, el reintegro tiene la naturaleza de ingreso de derecho público y, por el juego de remisiones normativas, su cobranza se hace efectiva en la forma dispuesta en la legislación tributaria. 


Entre estas particularidades cabe mencionar la posibilidad de iniciar el procedimiento en virtud de informe de control financiero, la ampliación del plazo de alegaciones de 10 a 15 días, la posibilidad de adoptar medidas cautelares de retención de pagos (artículo 35 LGS), la obligación de garantizar, en todo caso, el derecho de audiencia del interesado, el establecimiento de un plazo máximo para resolver de 12 meses de duración superior al genérico de 3 meses del artículo 42.3 de la LRJPAC, cuya superación lleva aparejada la caducidad del procedimiento de reintegro sin perjuicio de que, a diferencia del régimen general de caducidad establecido en el artículo 92 de la LRJPAC que obliga al archivo de las actuaciones, puedan continuar las actuaciones hasta la finalización de procedimiento. 








� El artículo 38 LGS establece: “El interés de demora aplicable en materia de subvenciones será el interés legal del dinero incrementado en un 25 por 100 salvo que la Ley de Presupuestos Generales del Estado establezca otro diferente.”


� El art. 22 de la LGP denominado “Extinción de la obligaciones”  dispone en su apartado 1 que :”Las obligaciones de la Hacienda pública estatal se extinguen por las causas contempladas en el Código Civil y en el resto del ordenamiento jurídico” .





A este respecto el artículo 1.156 del Código Civil enumera el pago entre la formas de extinción de las obligaciones. Por su parte, el artículo 59 de la LGT establece que “las deudas tributarias podrán extinguirse por pago”, el cual “(…) tendrá efectos liberatorios exclusivamente por el importe pagado (…)”  y el 64, al regular la consignación, establece que “Los obligados tributarios podrán consignar el importe de la deuda tributaria y, en su caso, las costas reglamentariamente devengadas, en la Caja General de Depósitos u órgano equivalente de las restantes Administraciones Públicas, (…), con los efectos liberatorios o suspensivos que las disposiciones reglamentarias determinen.” 
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